Comisión de Constitución, Códigos, 


Legislación General y Versión Taquigráfica N* 817 de 
Administración 2006 
S/C 


CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO 


Anteproyecto de ley 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 26 de octubre de 2006 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Gustavo Borsari Brenna. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Diego Cánepa, Jorge Orrico, Rubens Ottonello, 
Nelson Rodríguez Servetto, Javier Salsamendi y Daisy Tourné. 


INVITADOS: Señores doctores Hipólito Rodríguez Caorsi, Presidente de la Suprema Corte de Justicia; 
Leslie Van Rompaey, Ministro; Selva Klett, Ministra del Tribunal de Apelaciones y Alberto 
Reyes, Juez Letrado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Borsari Brenna).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene el gusto de recibir a los 
miembros de la Suprema Corte de Justicia, doctor Hipólito Rodríguez Caorsi, Presidente, y doctor Leslie Van 
Rompaey, Ministro; a la doctora Selva Klett, Ministra del Tribunal de Apelaciones, y al doctor Alberto Reyes, 
Juez Letrado. 


Los hemos convocado a los efectos de recibir la opinión de la Suprema Corte de Justicia respecto del 
anteproyecto de ley de reforma del Código General del Proceso y a tales efectos les cedemos el uso de la 
palabra. 


SEÑOR RODRÍGUEZ CAORSI.- Nosotros comparecemos a fin de presentar a la Comisión este 
proyecto de reforma del Código General del Proceso que ha demandado un esfuerzo considerable y 
que, con seguridad, será objeto de estudio de la Comisión. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Antes que nada, quiero señalar el honor y la satisfacción que para el Poder 
Judicial y la Suprema Corte de Justicia significa la realización de esta reunión en la cual presentamos 
el proyecto de reforma del Código General del Proceso. 


Voy a ser breve porque lo más interesante para ilustrarnos sobre la naturaleza y finalidad de esta reforma es 
que tomen la palabra quienes integraron la Comisión. Esa Comisión fue integrada por destacados 


Magistrados en todas las materias de la competencia del Código General del Proceso. Ellos recogieron 
experiencias acumuladas a través de más de quince años de aplicación de este instrumento procesal. 


Queremos dejar sentado de antemano que se trata de un excelente código, que recoge los más modernos 
principios que indica la ciencia del Derecho Procesal: inmediación, oralidad, concentración, economía 
procesal e, inclusive, la regla moral que persigue el proceso. Además, contiene algunos defectos y carencias 
que hemos tratado de salvar, básicamente en aras de que este instrumento procesal nos permita una solución 
de justicia más rápida, más eficiente y que sea más adecuada para satisfacer las demandas de justicia que nos 
dirige la comunidad. 


Hace unos momentos recordaba que cuando se sancionó el Código General del Proceso, en el año 1989, en la 
etapa previa tuvieron preponderante incidencia los señores legisladores que en su momento integraban la 
Comisión de Constitución y Legislación del Senado, distinguidos juristas parlamentarios. Respecto de esta 
reforma -que, repito, mantiene los principios generales, pero los adecua a la realidad y los hace más 
eficientes-, nosotros aspiramos a que también esta Comisión tenga una incidencia preponderante, que esto 
tome estado legislativo a raíz de nuestra iniciativa, pero que sea compartida por ustedes, porque estamos 
convencidos de que, con la reforma que nosotros proponemos, el proceso civil será más rápido, más veraz, 
más eficaz y contribuirá grandemente a que la prestación de servicio jurisdiccional sea más eficiente. 


Naturalmente, queremos destacar que sabemos de las dificultades financieras que padece el Estado desde 
hace mucho tiempo pero, pese a la profundidad de su alcance, esta reforma procesal no tiene costo. 


En definitiva, en este acto quiero hacer público el agradecimiento del Poder Judicial y de la Suprema Corte 
de Justicia al grupo de Magistrados que integraron la Comisión de redacción de este proyecto de reforma, por 
su compromiso con el servicio, por su adhesión a la causa de la justicia, que significó haber trabajado con 
tanto ahínco y con tan buen resultado en la redacción de este proyecto. Quiero dejar constancia pública en 
este momento de ese sincero agradecimiento de la institución. 


SEÑORA KLETT.- Para mí también es un gusto estar en este recinto, compartiendo la mesa con el 
Presidente de la Corte, el Ministro y el Magistrado Alberto Reyes. 


Voy a ser sintética porque el texto es muy amplio y me quiero centrar en los aspectos fundamentales para que 
se entienda cuál es el cauce de la reforma, aunque ustedes van a tener una breve exposición de motivos, un 
texto comparativo con el texto anterior, el texto nuevo y al pie el fundamento y, por supuesto, estamos 
abiertos a cualquier tipo de pregunta. 


Quiero señalar que los objetivos de la Comisión designada por la Suprema Corte de Justicia fueron, en lo 
medular, tres. En primer lugar, clarificar los textos oscuros que daban mérito a diversas interpretaciones. Esta 
situación derivaba en una sensación de inseguridad jurídica para los litigantes y para los abogados y en una 
mayor duración de los procesos. En segundo término, implementar mecanismos que provocaran la 
disminución de la duración de los trámites judiciales. En tercer lugar, potenciar, revitalizar o desarrollar los 
principios procesales que constituyeron la base de la reforma de 1989. 


Se entendió que tras quince años de vigencia, las soluciones legales habían sido suficientemente contrastadas 
con la realidad, con los casos concretos, lo que permitía que el grupo de Magistrados que integraban la 
Comisión estuviera en condiciones de realizar algunos ajustes necesarios que redundarían en un mejor 
servicio de la justicia, sin alterar, por supuesto, la estructura y los principios del Código. Por el contrario, 
como ya dije, las soluciones permiten afianzar o desarrollar más claramente los principios de celeridad, 
buena fe, inmediación, identidad del juzgador en su aplicación concreta y, en particular, la actuación de los 
Jueces del país. 


En este sentido, como forma de regular la actuación judicial, se previó un plazo razonable de noventa días 
que debe mediar entre la convocatoria a la audiencia y la efectiva realización de la misma, o entre una 
audiencia y otra. Deseo aclarar que ese plazo es el máximo, aunque desde luego la última palabra la van a 
tener los señores legisladores. Y también deseo aclarar que en la Comisión se plantearon diversas 
alternativas, se estudiaron las distintas realidades por materia. No pasaba lo mismo en juzgados laborales que 
en los civiles y, en atención a esa realidad, se escogió una media que la Comisión estableció en noventa días, 
pero es el plazo máximo, repito. Cuando el Juez se aparta de este plazo, debe fundarlo en forma adecuada, y 


pensamos que es en situaciones excepcionales que la mayoría de los Jueces van a llegar al tope máximo de 
noventa días. 


Por otra parte, para afianzar el principio de inmediación y de identidad del Juez, también se previó que el 
Juez trasladado o ascendido debía continuar entendiendo en los asuntos en los que participó en la instrucción 
probatoria, de manera que cuando un Juez avizora un traslado no enlentezca la marcha del proceso para dejar 
el dictado de la sentencia, que es el tramo más importante y para el cual esta reforma de 1989 previó la 
inmediación. Así que se reafirmó ese principio de identidad del juzgador. La gente tiene derecho a ser 
juzgada por quien tomó o asumió la prueba del proceso. 


En cuanto a la actividad procesal, se reguló el sistema de notificaciones de manera que no se utilice la 
notificación a domicilio como una forma inadecuada de extender el dictado de la resolución judicial. Del 
mismo modo, se reguló con mayor precisión el régimen de representación judicial de los abogados a las 
partes y, en especial, el cese del patrocinio, la constitución y modificación del domicilio, como forma de 
evitar que los litigantes puedan provocar una indebida paralización del proceso. 


En término de síntesis, cada litigante debe establecer un domicilio para el juicio y, si no lo hace, la 
notificación deberá ir a buscarla al Juzgado. Ese es el centro de la reforma. 


Asimismo, se extendió la solución de la incompetencia, que solo puede ser invocada hasta la audiencia 
preliminar. La solución que era privativa de la incompetencia por razón de materia se extendió a otro tipo de 
incompetencias y se uniformaron las soluciones discutidas en la práctica de los casos en que el demandado 
no contesta, contesta de manera reticente, no comparece al proceso, se haya o no declarado la rebeldía. Esto 
había provocado gran discusión y había soluciones encontradas, por lo que la Comisión entendió que era 
bueno optar por una de ellas, pero que las soluciones sean lo más uniformes posible para los litigantes. 


Dados los importantes problemas detectados en la práctica con relación a la audiencia preliminar, se 
regularon con precisión todas y cada una de sus etapas, por ser este el acto que constituye el pilar de la 
reforma de 1989. Como ya dije, se reguló etapa por etapa la actuación precisa de las partes y la actuación 
judicial en función de las providencias correspondientes. Se aclaró el tema de la inasistencia a la audiencia 
preliminar, distinguiendo las diversas situaciones: si no asiste el actor, si no asiste el demandado, si no asiste 
el abogado o si se asiste a parte de la audiencia. Se estableció con total precisión el régimen para justificar la 
inasistencia a la audiencia y el régimen recursivo que tantos inconvenientes prácticos ha provocado. 


También se reguló, además de la incomparecencia, el resto de las etapas de la audiencia preliminar en 
aquellos seis numerales que prevé el artículo 341. 


En cuanto a los efectos del recurso de apelación -otro tema absolutamente litigioso en el que, en general, por 
cada tema había tres posiciones, lo que era absurdo- se estableció con precisión como regla el efecto diferido. 
Esto significa, en términos de síntesis, que la apelación de la resolución recurrida en audiencia recién se va a 
considerar cuando se trate la decisión final. 


También se previó el efecto no suspensivo, que significa que el expediente, la audiencia, sigue su curso y la 
apelación por pieza independiente va al Tribunal Superior, a una sola providencia -en todo caso, después lo 
aclaramos-, que es la que tiene que ver con la fijación de los objetos. Se limitó al máximo la apelación con 
efecto suspensivo a las hipótesis concretas en que el proceso se clausura, de modo que el proceso pueda 
continuar a pesar de la presentación de continuos recursos de apelación. Se trató de que rápidamente el 
proceso pueda desarrollarse hacia el dictado del acto culminante, es decir, la sentencia, sin las interrupciones 
que provocaría el ir y venir del expediente entre el Juzgado que está entendiendo en el proceso y el Juzgado 
Superior. 


Ese fue, por otra parte, el criterio que se adoptó con carácter general; toda vez que se regulaba una situación, 
la Comisión precisaba -y así se proyectó- cuál era el régimen recursivo correspondiente. Lo mismo pasó en el 
proceso ejecutivo y en el proceso de ejecución. Precisamente, el proceso de ejecución se transformó en un 
sistema más ágil y de menor duración. 


Lamentablemente, más allá de las virtudes de este Código de 1989, lo que se aprecia en la práctica es que los 
litigantes reciben una sentencia y esta no se puede transformar rápidamente en el dinero de la indemnización. 
A eso se apuntó y para ello se concentraron actos, se restringieron las notificaciones, se eliminó el instituto de 


la tasación -por no tener ninguna significación práctica y causar inconvenientes- y se incluyeron normas ya 
aprobadas por este Parlamento, como el estudio de títulos por escribano de confianza del ejecutante, lo que 
implica un desahogo de la oficina judicial a la que correspondía hacer el estudio. 


Se consagró claramente -una cuestión que sostenía la doctrina pero que no surgía de la ley- la posibilidad de 
ejecución parcial de la sentencia, de gran utilidad en el proceso laboral, donde con frecuencia se asiste a 
hipótesis de reconocimiento o conciliación parcial sobre algunos rubros. 


Por último, se consideraron algunas sugerencias del Instituto de Derecho Laboral de la Universidad de la 
República para mejorar el proceso laboral, tema que siempre es muy sensible a la población. Allí se consagró 
el principio tuitivo que rige en materia laboral, así como el principio de gratuidad para el trabajador. Se 
idearon mecanismos para evitar la dilación, como la prohibición de tratar las excepciones de incompetencia 
por cuestionamiento de la existencia de la relación laboral y de falta de legitimación de la empresa 
demandada, antes de la sentencia definitiva. Hasta el momento actual eso se trataba en la audiencia 
preliminar; ahora se prohíbe ese tratamiento separado como forma de acelerar el proceso. 


En definitiva, habiendo oído la opinión de los Institutos correspondientes de la Facultad de Derecho, de la 
Fiscalía de Corte, de la Asociación de Magistrados del Uruguay, del Colegio de Abogados del Uruguay, de la 
Asociación de Escribanos del Uruguay, de la Asociación de Magistrados del Ministerio Público y Fiscal, de 
la Asociación de Actuarios, de la Asociación de Rematadores, así como todas las sugerencias que nos 
arrimaron los Magistrados del país, las propuestas son las que acompañamos. 


Ya dijimos que se mantiene la estructura establecida en la reforma de 1989, que ha sido y es modelo de 
inspiración en muchos países de América. 


Se trató de zanjar muchas discusiones estériles y de compatibilizar el Código con otras normas recientemente 
aprobadas por el Parlamento, con la finalidad de dotar al sistema normativo de homogeneidad y mayor 
celeridad. 


SEÑOR REYES.- Para mí es un honor estar en esta Comisión, y agradezco que nos hayan invitado. 


Quiero redondear esta presentación, porque al parecer en unos quince minutos completamos el panorama de 
dos años de trabajo; la idea es transmitir una visión muy esencial de lo que significa la reforma, y quizás 
convenga describir cómo era la situación antes de aprobarse. 


Humildemente, debemos decir que este anteproyecto, este trabajo, este esfuerzo, no lo auspiciamos 
estrictamente como una reforma, sino que se trata de ajustes de una verdadera reforma que se aprobó en 
1989, y creo que a esta altura de su aplicación no hay voces que discrepen con el buen resultado que ha 
tenido. Simplemente, se trató de una reforma muy radical en su momento, de un cambio brusco de un 
proceso escrito, burocrático, proclive a las chicanas, en el que no se veía a los Jueces, todo eso que ahora 
nosotros -cuando hablo de nosotros me refiero a los operadores jurídicos en la materia civil- lo vemos como 
algo habitual, pero que antes de esa modificación sustancial era impensable. Y ello implicó una apuesta muy 
fuerte del Estado en cuanto a la financiación de la infraestructura. 


Este anteproyecto establece ajustes, precisamente, teniendo en cuenta lo que se preveía en aquellas normas, 
en su conjunto espléndidas, herencia del maestro Couture en 1945, y aunque de esa fecha a 1989 pasó mucho 
tiempo, se concretó algo bastante parecido a lo que había proyectado. 


En definitiva, ese cambio tan radical fue lo que provocó que muchas situaciones se detectaran en la 
aplicación de las normas. En muchos casos esa aplicación provocó que algunos institutos, algunas soluciones, 
que eran realmente drásticas -todos los abogados conocen el problema del tratamiento de los alegatos, que 
había que hacer oralmente, en diez minutos, por reloj, etcétera-, fueran una reacción virulenta frente a lo que 
había antes; es decir, había que acortar los procesos como fuera, y se optó por copiar modelos de otros 
sistemas, en los que la necesidad de justificar las decisiones, de argumentar, no existe tanto, o no existía, 
porque eso siempre está evolucionando. Esa idiosincrasia del sistema de diez minutos, en la que el Juez, 
terminada la audiencia y con la exposición de diez minutos de las partes, se debía ir al cuarto de al lado a 
escribir a máquina la sentencia -era lo que el Código indicaba, que al finalizar esa audiencia había que dictar 
sentencia-, determinaba que los abogados se tuvieran que quedar esperando y todo lo demás. 


Esto fue derivando en una serie de consensos y de costumbres judiciales, y en los hechos en una derogación 
de la norma. Actualmente estas normas no se aplican, y en un Tribunal en el que se exija su cumplimiento, 
por ejemplo, en el caso de que un Juez pida los alegatos, quedará fuera de foco, a pesar de que la norma lo 
habilite. Es más: la norma le impone, como regla, que dicte la sentencia de inmediato. 


Entonces, se trató de adecuar lo que estaba como maravilloso en la norma a lo que la realidad indicaba como 
posible, ajustándolo, no a vicios -porque los vicios no los admitimos, ni convalidamos; me refiero a las 
desviaciones que son tales y no otra cosa-, sino a esas situaciones en las que es razonable que el Juez, para 
preparar una sentencia, se tome el plazo de treinta días como regla y no como excepción. En la jerga de la 
Comisión le llamábamos a esto "blanquear", y decíamos: vamos a no engañarnos manteniendo normas que 
realmente no tienen aplicación, y que no existe exigencia de que se apliquen. Es decir, ningún abogado ni los 
justiciables pretenden la decisión. Inclusive, el sistema que comenté antes causaba inconvenientes, porque los 
abogados a veces tenían que esperar una o dos horas hasta que se terminara de redactar la sentencia; no 


olvidemos que en esa época no existían computadoras. Ese tipo de situaciones también está adecuado a la 
realidad. 


Los temas que hemos identificado en estos quince años en realidad fueron el primer motivo para realizar 
estos ajustes, como por ejemplo, la falta de certeza en temas tan relevantes como la impugnación de las 
resoluciones, los efectos de la apelación, y que no esté claro si algunas resoluciones son o no apelables. No 
puede ser que según a qué Tribunal vaya el expediente, la apelación tenga uno u otro efecto; inclusive, en un 
mismo Tribunal los integrantes tienen distintas visiones. Eso está bien en cuanto al fondo del asunto, pues 
que haya disidencia es normal, pero no en relación con los plazos, que son de orden público y los efectos de 
los recursos, que no admiten dos interpretaciones, y no deberían existir dudas. 


Este tipo de cuestiones ya se plantearon en 1989. Se empezaron a hacer talleres, y ya había divisiones entre el 
padre de la reforma, Véscovi, quien sostenía alguna tesis, y otros, otra; inclusive, recuerdo que el doctor Van 
Rompaey planteó una discrepancia con el doctor Véscovi. 


En el caso de la falta de comparecencia a las audiencias preliminares, que tiene unas consecuencias 
tremendas, tampoco existe una sola posición. Es decir, tratamos de que en todos esos puntos en los que el 
resultado podría variar de acuerdo con la aplicación de la norma procesal, de una norma objetiva, de una 
norma que se supone que está al servicio de una cuestión de fondo, que no se resuelva en forma distinta 
conforme al criterio interpretativo de normas que no están demasiado claras. 


Algunas normas sencillamente no prevén, por ejemplo, cómo se procede cuando se tiene que justificar la 
inasistencia porque la parte demandante tuvo un problema; no olvidemos que de esta justificación depende 
que la parte demandante pueda plantear otra vez su asunto, y actualmente no está establecido el 
procedimiento. Entonces, cada Tribunal tiene su procedimiento para justificar. En general, esto funciona 
bastante bien, pero es conveniente que exista una unidad al respecto. 


La continuidad en el señalamiento de las audiencias está establecida como principio, pero un proceso por 
audiencia en que la continuidad no está establecida o, mejor dicho, está prevista como una norma 
programática -que es lo que ocurre actualmente, en que solo se establece que "deberá" señalarse con la 
proximidad mayor-, puede ser una de las causas de que no funcione tan bien como podría hacerlo, y es lo que 
tratamos de mejorar con un plazo. El abordaje de este aspecto fue muy complicado en Comisión, porque no 
se olviden que somos Jueces y nosotros mismos nos estamos poniendo los plazos; es como antinatural. 
Inclusive, desde nuestro punto de vista como Magistrados, no es admisible que un justiciable tenga una 
sentencia más rápida en un mismo tema que otro, según el Juzgado donde cayó el expediente, porque las 
audiencias en un Juzgado se fijan más próximas que en otros, por capacidad, diligencia o lo que fuera. Y, 
objetivamente, eso ocurre. 


Entonces, se establece un plazo máximo que funciona como un patrón, como una referencia, y quiere decir 
que extenderse más allá de ese plazo es demasiado. En consecuencia, si es más allá, habrá que justificarlo, y 
si no se justifica adecuadamente, se prevé una sanción que hoy no existe. Actualmente, la sanción para los 
Jueces es por demoras en proveer. En esta norma, además de la sanción por demoras en proveer se incluye 
otra por demoras en señalar audiencias. De manera que no va a ser una norma programática. Cuando se 
justifique, habrá que hacerlo bien y no se podrá recurrir a una muletilla, a una fórmula vacía. 


Esta es una pauta que marca otras cosas que tienen que ver con la regulación en la segunda instancia de 
algunas actividades que hasta ahora no tienen fijado un plazo. En términos generales, con todo aquello en lo 
que vimos que había fallas en cuanto a la posibilidad de control de la actividad judicial por los justiciables, 
que quedaban a merced de la buena disposición del Tribunal o del Magistrado, ahí habría que señalar algún 
mecanismo, algún plazo o un deber que permita al justiciable exigir su cumplimiento en forma clara; es decir 
que esto tiende a la seguridad jurídica. 


En uno de los pilares de la reforma de 1989, la inmediación, es decir, la presencia del Juez, de soportes del 
Tribunal o de los integrantes de los Tribunales en segunda instancia -pero básicamente en la primera 
instancia, que es donde se produce la prueba, etcétera-, había quedado un desfase de los alegatos -por aquello 
que hablábamos al principio-, en la medida en que se fue permitiendo su presentación por escrito, por el tema 
de la transcripción, etcétera. Lo que ocurre hoy -esto es frecuente y no solo pasa cuando el Juez piensa que va 
a ser trasladado; a veces no sabe que eso va a suceder, pero ocurre porque es ascendido o por lo que sea- es 
que el Juez tiene señaladas tres, cuatro, cinco o diez audiencias en las que lo único que se va a hacer es 
recibir las exposiciones, es decir, los alegatos. En esos casos, con el sistema que tenemos hoy, esos asuntos 
van a ser fallados por el Juez que ingresa, quien nunca intervino y lo único que va a hacer es estar presente en 
ese momento en el que se le entregan las exposiciones resumidas, lo cual no condice con el espíritu de la 
reforma. Es claro que la reforma en el CGP no establecía ese desfase; el alegato era una actividad 
prácticamente insignificante, de diez minutos, y el Juez no podía hacer esa división. Hoy la posibilidad es la 
regla y se da esa situación de la que hablábamos, que va contra el espíritu de la norma. Me refiero a que el 
Juez que termina decidiendo en el asunto no tuvo absolutamente nada que ver con la marcha del proceso. De 
alguna manera, eso se intenta corregir con una previsión que figura en el artículo 209. 


SEÑOR ORRICO.- Antes que nada quiero manifestar mi satisfacción por recibir a nuestros invitados. 


Quiero decir que yo viví los dos Códigos, el viejo CPC y el CGP y, evidentemente, hay una abismo entre lo 
que sucedía antes y lo que comenzó a pasar después: empezamos a verle la cara a la gente, lo cual no es un 
tema nada menor dentro de todo esto. 


Ahora bien: siempre tuve la inquietud de saber qué pasa luego de la primera instancia. Está bien; este es un 
juicio oral. En las audiencias de testigos -sobre todo- el Juez está presente; entonces, un "no" puede tener 
mucha convicción, puede ser un "no" muy dubitativo o significar muchas otras cosas que se captan solamente 
si se está allí. Eso se pierde totalmente en la apelación, porque se dan cuestiones complicadas. Se pierde 
porque lo que va es un resumen. Yo hablo por el lado de los abogados y digo que alguna vez uno ha intentado 
corregir un resumen, pero es complicado, porque naturalmente el Juez es el que dirige el proceso y a la parte 
no le gusta mucho que uno ande peleando con el Juez; eso es así. 


Pero hoy existen medios técnicos que podrían solucionar esta situación. Yo no me voy a meter en un 
problema de rubros, pero digo que por lo menos podría instrumentarse en ciertos casos, a través de una 
norma que solamente autorizara a hacerlo pero no obligara -sería irreal que fuera así-, la grabación de las 
audiencias en algún sostén -que además cada vez va ser más barato- para que cuando el Tribunal reciba la 
apelación, cuente, por ejemplo, con un CD para poner en la computadora y ver el desarrollo de la audiencia, 
cómo los testigos actuaron y todo lo demás. 


Esta es una sugerencia o más que nada una pregunta en el sentido de si sería admisible este procedimiento. 
Insisto en que hablo de una norma permisiva, no obligatoria, porque de ser así nos introduciríamos en un lío 
presupuestal que no lo podríamos resolver desde aquí. ¿Eso les parecería razonable? 


Debo decir que en el año 1995, cuando ingresé a la Cámara, planteé este asunto y hasta ahora nadie me ha 
demostrado que no debería empezar a transitarse por ese camino. 


SEÑORA KLETT.- Ante todo, quisiera contestar a mi condiscípulo, el señor Diputado Orrico, que la 
norma prevé esto. Le quiero contar también a todo el Cuerpo que nosotros intentamos grabar, pero los 
sistemas de grabación eran tan desastrosos -yo tuve el placer de inaugurar esta forma procesal de 
tratar las cuestiones de la gente, como dice el Diputado Orrico, cara a cara- que, si bien nos habían 
dado unos grabadores muy pequeños, el procedimiento fue un fracaso. Pero en esta oportunidad 
nosotros dijimos: "cero gasto", porque esa es la clave; si venimos con un proyecto que implica gastos, 


ya sabemos que no tenemos la más mínima esperanza de que prospere. Por eso, queremos apuntalar el 
proyecto desde todo punto de vista para que sea considerado profundamente por ustedes. 


Por otra parte -mi amigo, el doctor Reyes, me corregirá si no es así-, pese a que lo diga la ley, no todos los 
Juzgados labran un acta resumida. Algunos tienen esa ductilidad mental como para poder, según las 
circunstancias, utilizar por ejemplo el estilo directo. Como dice el Diputado Orrico, no lo es lo mismo que a 
alguien se le pregunte: "¿Usted cometió fraude?", y la persona conteste: "No, no lo cometí", y que en el acta 
se traduzca: "Preguntado si cometió fraude, el señor contesta que no lo cometió". Eso no tiene ninguna 
fuerza, ni contundencia alguna. 


En la experiencia de mi Tribunal, yo tenía un receptor que copiaba lo que decían los testigos y las partes al 
pie de la letra; y eso se sigue haciendo, porque la experiencia de otros compañeros no pasa por el acta 
resumida. Por lo general, se tiende a ir mechando; si hay necesidad de copiar textualmente, se copia, y así se 
va procediendo. Además, siempre está la posibilidad, aunque a veces resulta dificultoso -a eso va que los 
abogados y los Jueces nos tratemos más frecuentemente-, de efectuar correcciones al acta. Por supuesto que a 
menudo ese es un momento de tensión y, como se ha dicho aquí -y yo lo comparto-, las partes se ponen muy 
nerviosas. Eso es lo que hay que atender cuando aparece un conflicto entre el abogado y el Juez y es difícil 
enmendar el acta; de todos modos, son cuestiones que se pueden plantear. 


El artículo 102 actual dice que se podrá disponer la reproducción total o parcial de lo actuado, utilizando los 
medios técnicos apropiados. Ojalá pudiéramos dar un salto y tener, como dice el Diputado Orrico, la 
grabación y la filmación. Ahí podríamos ver por las caras si la persona vaciló o no, si el testigo miró para 
contestar a la parte que lo propuso, si el abogado lo tocó, etcétera. Por supuesto que eso sería muy bueno, 
pero volvemos a repetir que para nosotros lo primero de todo esto es: "cero gasto". 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Quizás desde mi experiencia de quince años en el ejercicio de la 
Magistratura en el área de los Tribunales de Apelaciones en lo Civil, tenga una visión un tanto diversa 
a la del señor Diputado Orrico. El acta resumida es un instrumento procesal adecuado al 
funcionamiento de tribunales colegiados de instancia única. Lo que sucede es que como no hay una 
instancia revisiva, no interesa que el órgano de alzada revise las declaraciones anteriores, porque, 
reitero, son órganos colegiados de instancia única y, por lo tanto, lo adecuado es el acta resumida. 


Nosotros teníamos los mismos temores que expresaba recién el señor Diputado Orrico en cuanto a si las 
audiencias resumidas recogerían fidedignamente la gestualidad y la emotividad de la audiencia, las 
expresiones textuales, etcétera. En la práctica de los tribunales nos dimos cuenta de que las audiencias 
resumidas estaban bien hechas, o si no, se registraban textualmente. Es obvio que un testimonio técnico o un 
testimonio que contenga expresiones difíciles de resumir se toma textualmente. 


Asimismo, quisiera resaltar que tal vez sobredimensionamos el peso que tiene la prueba testimonial en las 
decisiones de las contiendas. Hoy en día, el tipo de contienda civil y comercial que manejamos se decide más 
por aplicaciones de normas y de principios, por la opinión de los expertos, por pericias, por prueba 
documental, por análisis de contenido significativo de normas de un contrato o de una obligación que por la 
percepción sensorial de testigos de determinado supuesto de hechos que inciden en la decisión de la causa. 
Con esto quiero decir que, evidentemente, es mucho más útil tener una grabación o un soporte magnético de 
toda la primera instancia, pero no parece ser una necesidad determinante de una inversión en este punto. En 
el funcionamiento de los tribunales, en el control revisivo de segunda instancia el acta resumida no ha 
significado en la práctica un obstáculo para decidir con arreglo a Derecho y con sustento en la prueba de 
autos las causas sometidas a resolución. 


SEÑOR REYES.- En general, no recuerdo que nadie haya solicitado, y a mí no se me ocurrió ofrecerla, 
la posibilidad de una grabación. Durante el tiempo en que se ha presidido las audiencias con este 
sistema, la base ha sido la confianza que existe prácticamente en todos los casos entre abogados y 
Jueces. El sistema de registro es en base a la confianza. La realidad indica que las actas son firmadas 
prácticamente sin leer. Cuando se advierten luego algunos inconvenientes, en general, se es razonable y 
se solucionan. Hay anécdotas muy graciosas al respecto que, de pronto, los asustan; pero ha ocurrido 
que alguna receptora distraída entiende mal una palabra y cambia absolutamente el sentido de lo 


dicho. Eso se ve después, y uno llega a un acuerdo con los abogados para que no haya problemas para 
corregir el acta.. 


¿Cómo funciona el registro? Los abogados no ven lo que se está escribiendo. El esquema del Código es: acta 
resumida y no nos vamos hasta que todos estemos de acuerdo con el resumen y lo firmemos. Esto era muy 
engorroso porque el resumen, sobre todo el de la prueba testimonial, suponía que había que interrumpir al 
testigo cuando estaba diciendo lo más importante, en vez de dejarlo continuar. Entonces, en general, se 
practica esa combinación. A veces, cuando el receptor no puede seguir el testimonio se le ayuda, se resume, y 
otras veces se transcribe exactamente lo que dice, sin que después haya problemas para la lectura del acta. 


Todo esto de la segunda instancia o de la visión que puede tener el Tribunal de Segunda Instancia requiere 
otra aclaración. El Tribunal de Segunda Instancia revisa la sentencia más que el proceso. Se supone que en la 
valoración de la prueba testimonial siempre se le reconoce al Juez que la recibe un margen de 
discrecionalidad. Salvo que sea una cosa muy grosera, un error de valoración muy grueso, en general se 
respeta la apreciación del Juez que estuvo presente, quien efectivamente participó del acto de la declaración. 


Yo estuve en España en el 2001, gracias a una pequeña beca, cuando recién se estaba aplicando la ley de 
enjuiciamiento civil. Los Jueces españoles se quejaban de que era un aburrimiento total tener que ver los 
videos que venían de los tribunales de primera instancia. La idea era que todo fuera en base a los videos y no 
con papel, por lo cual cuando tenían que ver una declaración que había hecho un testigo tenían que buscar la 
pista correspondiente, etcétera. Obviamente, ahora está todo digitalizado y es más fácil; pero, de todas 
maneras, es un poco engorroso. También decían que para que la filmación fuera fiel tenía que hacerse desde 
todos los planos. De todas maneras, siempre se escapa algo. 


La inmediación en la segunda instancia siempre es muy difícil; pero esta segunda instancia no es tan 
necesaria. De todas maneras, cuando se aprecia la necesidad de estar frente a frente en esa segunda instancia 
con un testigo o con un perito, no hay inconveniente en traerlo. En términos generales, funciona de esa 
manera. 


Todo parte de la opción que se hizo. El proyecto de Couture tenía la opción de la instancia única con órgano 
colegiado -sistema utilizado en algunas provincias argentinas-, formado por un Ministro Instructor, llamado 
sustanciador, y otros dos Jueces, que instruía y decidía. Entonces, en ese caso no se rompía la inmediación 
porque todo se hacía ante el mismo órgano. La tradición secular de la doble instancia en nuestro país 
determinó que la solución fuera mantener las dos instancias; no sé si habrá contribuido a ello el tema 
financiero, creo que no. Entonces, la mediación no es la misma en primera que en segunda instancia. Eso es 
inevitable, aunque se pudiera mejorar en algunos aspectos; por ejemplo, contando con esos medios 
maravillosos y que el acta refleje todas las palabras y las voces, pero este sistema tiene un costo 
impresionante. Los chilenos adoptaron el famoso estenógrafo para la parte penal; todo sale tal cual y uno no 
tiene que preocuparse por mirar al receptor porque sale solo. 


SEÑOR CÁNEPA.- Me sumo a las palabras del señor Diputado Orrico: es un honor para nosotros 
recibir a integrantes de la Suprema Corte de Justicia que integran la Comisión que trabajó en el 
anteproyecto de ley de reforma del Código General del Proceso. 


Voy a hacer algunos comentarios pero sin ánimo de debate, porque ya vamos a tener oportunidad de discutir 
cuando el proyecto tome estado parlamentario. Seguramente, hay muchos temas que esta Comisión que 
trabajó en el anteproyecto ha debatido en profundidad con mucho más conocimiento que quien habla y, 
quizás, también que algunos de los miembros de esta Comisión de Constitución. Luego, los legisladores 
vamos a tener la potestad de resolver acerca de algunas de estas propuestas para ver qué alcance le damos a 
esta puesta al día del Código General del Proceso. Nosotros teníamos pronta una exposición de motivos sobre 
un proyecto que habíamos preparado hace un tiempo, pero que no presentamos cuando tomamos 
conocimiento de la existencia de esta Comisión, ya que consideramos que iba a generar confusión. Por lo 
tanto, vamos a estar en condiciones de hacer algún aporte en el momento de la discusión. Yo no conozco el 
anteproyecto, pero la doctora Klett nos ha hecho un resumen de un trabajo de dos años en quince minutos, y a 
primera vista -prima facie, como decimos los abogados-, estamos totalmente de acuerdo en cuanto a la 
voluntad de esta puesta a punto del Código General del Proceso. Es obvio que después de quince años es 
necesaria una evaluación institucional y una puesta a punto. Es evidente que lo saben la Justicia, los 
justiciables, los Jueces y los abogados por su experiencia práctica. Yo ingresé a la Facultad en 1990 y estudié 


solo el nuevo Código General del Proceso. No tuve ni siquiera la oportunidad de vivir el cambio, porque 
entre 1996 y 1997, cuando llegué a ejercer, ya estaba instalado; lamentablemente, ahora no puedo ejercer. 


Sobre algunos temas ya tenemos posiciones tomadas, pero pueden variar en el transcurso del debate porque 
vamos a escuchar con atención a todos. Tenemos nueve puntos sobre el tema citaciones; son pequeñas 
puestas al día sobre esto. Cada uno va de acuerdo a la vereda por la que camina, según los abogados con los 
que conversa o según su propia experiencia profesional. 


El primer punto refiere a la citación de terceros y tiene que ver con la modificación de los artículos 51 y 52; 
proponíamos una reforma de la posición de los doctores Van Rompaey y Klett, que se encuentran presentes, 
en un trabajo llamado "La declaración coactiva de terceros en el artículo 51 del Código General del Proceso" 
aparecido en la Revista del Colegio de Abogados en el año 1993. Allí se proponen tres hipótesis distintas: la 
citación en repetición, la citación en solidaridad y la citación a un tercero para que responda en lugar del 
demandado principal. Hasta ahora, las dos primeras han tenido bastante andamiento en los Juzgados, pero 
muchos no admiten la tercera. 


El segundo es el tema de las notificaciones personales, que ya ha sido tratado aquí. Planteamos una 
modificación al artículo 87. 


El tercero tiene que ver con la notificación por faxímil telefónico; proponemos la modificación del 
artículo 79, lo que va a traer algún debate. 


El cuarto es el tema de los documentos electrónicos, faxes y fotocopias. Se trata de una modificación a los 
artículos 170 y 175, en lo que tiene que ver con la práctica actual de los abogados, a fin de que ese proceso 
realmente tenga la celeridad que el propio Código prevé y que es una de sus misiones. 


El quinto refiere a la modificación del artículo 177 en cuanto a la prueba pericial privada y los testigos 
expertos. Obviamente, uno puede tender a pensar en los juicios más simples, pero los Ministros de 
Apelaciones y los Jueces de Primera Instancia saben que hay otros muy complicados, de valor económico 
muy alto y técnicamente muy complejos. Por más que el Juez sea doctor en Derecho, los abogados no 
necesariamente tenemos la formación como para captar todo lo que puede pasar en un caso determinado, más 
allá de aplicar después las reglas establecidas en el Código para juzgar esa situación. Ciertamente, el peritaje 
judicial tendría un rango superior, pero como no está previsto en el CGP que haya informes técnicos 
provistos por las partes privadas, algunos Jueces -me ha pasado- no lo admiten y asumen que es una 
prohibición. Es una interpretación posible, que no comparto. 


El sexto punto refiere a la notificación de la declaratoria en rebeldía y tiene que ver con lo que ocurre cuando 
las personas están en el extranjero: luego de hecho el primer exhorto, cuando se declaran en rebeldía, 
tenemos que hacer una nueva notificación Por ese motivo planteamos una modificación al artículo 339. 


El séptimo punto refiere al efecto suspensivo de las apelaciones, y asumimos la posición que se ha 
comentado, que debe estar transcripta. 


El octavo punto tiene que ver con los alegatos. Quien converse con los abogados que hemos tenido esta 
experiencia sabrán que diez minutos a veces es suficiente, pero en juicios un poco más complejos no lo es. 
Comparto mucho la expresión del doctor Reyes "blanquear" lo que sucede a veces en la realidad. En muchas 
oportunidades, los abogados y los Jueces están de acuerdo en que es imposible en ese tiempo realizar ese tipo 
de alegato que establece el Código. 


El último punto refiere a una reforma que ya había sido ley pero fue vetada por el Poder Ejecutivo de la 
época. Me refiero a la Ley N” 16.699, sobre la eficacia de las sentencias extranjeras. Se trata de una 
modificación del Código General del Proceso, que ya había tenido un cambio en la mencionada ley, pero que 
había sido vetada y la Asamblea General no reunió los votos suficientes para levantar el veto. No me voy a 
extender en este punto, porque en el año 1995 se dieron argumentos muy sólidos en el Parlamento nacional 
para fundamentar esta modificación y creo que son válidos actualmente. 


Este racconto no pretende introducirnos en un debate, sino que para los legisladores es fundamental contar 
con este elemento de trabajo, y está demostrado que se puede cuando existe la voluntad de todos para avanzar 
en un trabajo serio. No hablo de reforma porque puede llegar a tener un alcance público distinto, en cuanto a 


que estamos refundando algo. En mi opinión personal, no de mi bancada, estoy convencido, como dijo el 
doctor Van Rompaey, que ha sido un muy buen Código. Ello no significa que los principios que lo informan 
no se mantengan, pero después de quince años es necesario esta puesta a punto. Se trata, en lugar de ir 
reformando punto por punto, de lograr una revisión armónica y sistémica para ver cómo funciona en los 
próximos años. Esto seguramente va a traer algún debate mayor del que ha supuesto para esa Comisión, 
porque las distintas posiciones van a tener que dirimirse, y no es que existan dos bibliotecas -no me afilio a 
esa tesis- pero sí varias opiniones sobre el mismo tema. 


Ha sido muy importante para todos nosotros haberlos recibido. Creo que vamos a tener mucho trabajo por 
delante, e intentaremos estar a la altura de la tarea realizada por los miembros de esa Comisión, con el aporte 
de la Suprema Corte de Justicia. Sabemos de la importancia de tener un Código General del Proceso que 
mantenga la calidad que tuvo el primero y el impacto que significó para los justiciables en nuestro país. Por 
lo tanto, esta puesta a punto debería mantener por lo menos ese nivel de calidad y de trabajo serio que en su 
momento tuvo aquel Código. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Me sumo al agradecimiento por la presencia de nuestros invitados. Esta es 
una práctica de diálogo entre dos Poderes que, quizás, debería darse más a menudo. 


Voy a hacer algunas preguntas de carácter muy general porque, obviamente, el tema requeriría una lectura 
bastante más detenida de los planteos que se han hecho. Seguramente de allí surgirán nuevas dudas. 


Uno de los cuestionamientos más serios que tuvo en su momento la implementación del Código General del 
Proceso fue, precisamente, la unificación de todos los procesos, y particularmente los problemas que se 
planteaban en relación al proceso laboral. Esto fue vastamente discutido en su momento. Mi consulta 
concreta, ante la afirmación de la doctora Klett -que mencionó que habían surgido planteos a partir del aporte 
de la Cátedra de Derecho Laboral-, es en qué medida esto implica algunas modificaciones dentro del marco 
general de los procesos civiles o si, eventualmente, va en una línea de diferenciar un poco más fuertemente el 
proceso laboral de la generalidad de los procesos. Una segunda consulta surge de la práctica -como decía el 
señor Diputado Cánepa- son cuestiones que se nos han planteado en la práctica y que, quizás, no tengan un 
grado de generalidad. Me refiero a la competencia en el caso de los recursos de amparo. Quisiera saber si 
ustedes entienden que esto está suficientemente definido y tiene la claridad necesaria en nuestro 
ordenamiento procesal. En caso negativo, y abusando de su generosidad, consulto expresamente si entienden 
ustedes que existen algunas zonas de conflicto en este aspecto. 


Estos son los dos planteos que quería realizar. 


Comparto con los señores Diputados Orrico y Cánepa el tema más allá del aspecto particular; en realidad, el 
gran desafío que se nos plantea a todos es cómo incorporar el avance tecnológico en general y cómo dar 
validez, en todo caso, a dicho avance, con la suficiente cuota de garantías. Reitero que a partir de una lectura 
más atenta, que obviamente merece el trabajo que han presentado, quizás podamos ir debatiendo o 
simplemente intentar asesorarnos con más profundidad. 


Reitero el enorme agradecimiento a la presencia de los invitados y además felicito la iniciativa. 


SEÑORA KLETT.- Empiezo por lo más sencillo. No consideramos el proceso de amparo en sí, ni 
tampoco la regulación de honorarios ni otros procesos de menor envergadura. No obstante, nuestro 
objetivo era legislar sobre el Código General del Proceso, y no queríamos exceder el cometido que nos 
había asignado específicamente la Suprema Corte de Justicia. De todas maneras, hay una Ley de 
Presupuesto que regula la competencia en materia de amparo -por lo menos en los trazos más 
importantes-, y después se regula naturalmente por razón de materia. 


En relación al proceso laboral, que es un tema importante, el señor Diputado dijo -y estamos todos de 
acuerdo- que la reforma de 1989 tuvo como uno de sus objetivos prioritarios resumir en tres aquellas treinta o 
treinta y dos estructuras que estudiábamos los estudiantes de Derecho Procesal II: Ordinario, Extraordinario y 
Monitorio. 


En ese marco, obviamente, los laboralistas, en plena época de discusión del proyecto -que no se discutió 
mucho, pero por lo menos a nivel docente sí-, planteaban -como lo hacen en todos los lugares del mundo- la 


necesidad de tener un proceso propio. Es bien sencillo. Cada materia sustantiva quiere tener un proceso 
propio y una jurisdicción propia. Empiezan los laboralistas, después siguen los de concursal, después los 
delitos económicos, complicados. El ser humano tiende a reivindicar lo especial. 


Yo además de ser Jueza soy profesora, y he venido escuchando durante largos años el mandato de todos los 
procesalistas que dicen: "Hay que generalizar y no aprender treinta y cinco estructuras". Aquello era 
imposible, inmanejable. Entonces, hay que acotar la tendencia al mínimo. Por eso nosotros, en este proyecto 
de ley -no sé si lo dije- consideramos todas las últimas leyes del Parlamento que tenían aspectos procesales y 
las introdujimos tal cual, porque como era la última voluntad del Parlamento, no la íbamos a cambiar 
nosotros. Las introdujimos para que esté todo en un mismo cuerpo. No hay que leer cincuenta textos; hay que 
leer uno solo. 


Entonces, ¿qué pasa con Laboral? Laboral sigue reivindicando -lo reivindicó al momento de enviar su 
opinión a la Comisión- la existencia de un proceso distinto. Se dice que como en todos los lugares del mundo 
hay, acá tiene que haber. Como por suerte nací en este país, creo que al Uruguay tenemos que darle la 
solución que le corresponde. 


Me pareció muy inteligente, como siempre, la intervención del doctor Reyes cuando dice que aquello del 
alegato de diez minutos estaba pensado para el juicio norteamericano. El Código decía: "Se retira a deliberar 
y proferirá la sentencia". Cuando era Juez unipersonal, yo me preguntaba con quién deliberaba. Yo decía: 
"Tráiganme a alguien para deliberar". 


Repito: desde la Cátedra de Procesal se ha sido muy categórico con que tiene que haber un solo Código. 
Desde la Cátedra de Laboral se ha sido muy categórico con que tiene que haber un Código para ellos. 


La Comisión entendió que era bueno mantener la estructura del Código y trabajar en lo que se denomina 
igual en todos los lugares del mundo: jurisdicciones especializadas. En el artículo 350 del Código General del 
Proceso hay ordinales o numerales específicos sobre jurisdicciones especializadas, como jurisdicción de 
familia, con sus principios, normas especiales, las denominadas materias sociales, entre las que desde luego 
está Laboral, y ahora nosotros agregamos un numeral e incorporamos unas pequeñas reformas. 


En realidad, lo que creemos es que la reivindicación de laboral es en cuanto a la duración del proceso. El 
conflicto laboral, la pretensión laboral, tiene la misma urgencia que tiene una pretensión alimenticia. Así nos 
enseñaron a todos los laboralistas. 


Entendimos que buscando la celeridad en el proceso en general, puede venir de la mano la demostración de 
que el proceso ordinario que se le asignó no es malo para esa estructura si tiene algunas previsiones 
especiales. Entonces, quizás lo que hay que plantearse es la adecuación entre el número de juicios que tienen 
los Jueces laborales y el número de Jueces laborales. Vamos a ver si hay o no necesidad de crear más 
Juzgados. Como este proyecto parte de la base de que no implica gastos, volvemos al punto de inicio. Si 
tuviéramos mucho dinero, tendríamos un tercio más de Juzgados laborales y las audiencias naturalmente se 
pondrían en menor plazo. Pero desde el punto de vista técnico, nos pareció suficiente adicionar algunas 
especialidades en el artículo 350 y no tocar la estructura del proceso laboral. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Es muy interesante el tema que plantea el señor Diputado Salsamendi 
acerca la legislación de amparo en el Uruguay, que naturalmente no está vinculado a este proyecto de 
modificaciones que nosotros estamos proponiendo. Sin duda, el recurso de amparo es el más eficaz 
instrumento procesal para la protección de los derechos fundamentales, aquí y en cualquier país. Pero 
debemos tener mucho cuidado cuando legislamos sobre amparo y no caer en los vicios de otros 
sistemas procesales latinoamericanos, en los que se ha desnaturalizado totalmente cómo funciona su 
mecanismo, como un procedimiento expeditivo en cada área competencial, con un pronunciamiento de 
primera instancia que debe recaer prácticamente en días y el Tribunal que también tiene que decidir 
en días ante la lesión o peligro de lesión, manifiesta u ostensible, de un derecho fundamental 
consagrado por la Constitución. 


Si nosotros buscamos por vía legislativa o jurisprudencial una apertura del recurso de amparo, 
lamentablemente se transforma en una maniobra dilatoria más, porque siempre se va a buscar un derecho 
constitucional vulnerado en alguna resolución judicial, en una actividad de Juzgado. Entonces, la más eficaz 


tutela de los derechos inherentes a la persona humana, se transforma en un medio retardatario, en una 
maniobra dilatoria. A tal punto que en algunos países se le describe en términos despectivos como el 
"amparito"; ese instrumento precioso para la tutela de los derechos fundamentales ha perdido hasta la 
dignidad, para transformarse en una maniobra dilatoria que congestiona a los Tribunales y los paraliza casi 
indefinidamente. 


Yo creo que tenemos un buen sistema de amparo en el Uruguay, con primera instancia expeditiva, segunda 
instancia rápida y sin recurso de casación ante la Suprema Corte de Justicia. A mí me parece que ha 
funcionado bien. Obviamente, si se nos pide opinión sobre algún proyecto de reforma de la ley de amparo, 
estaremos dispuestos con mucho gusto a brindarla. Pero advierto sobre mantener el cuidado del amparo como 
eficaz y expeditivo instrumento de tutela de los derechos humanos, no como una maniobra procesal que 
desnaturaliza su esencia y funcionalidad. 


SEÑOR REYES.- Yo fui Juez laboral. La materia laboral me cae simpática y me gusta el Derecho 
Procesal. No me voy a comparar con la profesora que tengo al lado ni con el doctor Van Rompaey, 
porque salgo perdiendo por paliza, pero tengo simpatía por las dos cosas. En esto de laboral y procesal, 
cuando me ha tocado hablar y siempre que se me ha propuesto, he señalado que hay grandes malos 
entendidos en la discusión del proceso especial laboral, desde la perspectiva de que el proceso que está 
para las materias no penales, al incluir en el Código General del Proceso al Laboral, estaría 
desconociendo la especificidad y el particularismo de la materia laboral. 


Couture era un enamorado del Derecho Laboral, y no es casualidad que muchas de las soluciones del 
proyecto Couture que ustedes también recogen provengan de esa afición al Derecho Laboral, porque el 
proceso laboral siempre tuvo la mira puesta en la mayor eficacia. En la época en que se sancionó el CGP 
había dos procesos: uno demasiado lento y burocrático y, otro, no tan malo, que era laboral, que curiosamente 
se sancionó en la década del setenta -estábamos en dictadura-, a través de un Decreto-Ley, y que contaba con 
una serie de elementos que no son diferentes a los que están en el CGP. 


Cuando se reclama un proceso especial laboral hay que ver qué es lo que se está pidiendo. Nosotros en el 
Instituto Laboral recibimos infinidad de propuestas, de modificaciones. Tengo amigos laboralistas de 
enjundia que reconocen muchos de estos aspectos, con quienes hablo de estas cosas. Hay gran cantidad de 
instrumentos del Código General del Proceso que están pensados para la tutela anticipada, es decir, para 
anticipar la decisión y la eficacia con mecanismos de ejecución provisional, con prohibición de innovar, 
etcétera; me refiero a una serie de medidas al alcance de cualquier trabajador, que los abogados laboralistas 
no manejan y no aplican. 


Inclusive, hay artículos en la Revista de Derecho Laboral que tratan estos temas. Esa reivindicación no es 
demasiado rigurosa en la medida en que no se sabe hasta qué punto el rendimiento del CGP para la materia 
laboral es inadecuado. Como decía la doctora Klett, en la medida en que se llenen esos huecos que hoy 
existen para el proceso común, que para los trabajadores son desesperadamente lentos cuando se trata de 
reclamos salariales, en las soluciones generales hay cosas que seguramente van a beneficiar al proceso 
laboral. 


Por ejemplo, el reconocimiento o la no discusión de un crédito laboral; incluirlo en una demanda que pueda 
tener una indemnización por despido u otras cuestiones que sí son cuestionadas, permitiría la ejecución 
inmediata, sin perjuicio de que siga el proceso por las otras cuestiones. Me refiero a la ejecución parcial, que 
creo es lo que están pidiendo los laboralistas; algo parecido figuraba en algunas de las propuestas, 
consagrando una especie de monitoria en esos casos. 


En cuanto a las cuestiones vinculadas con las competencias, hoy se está diversificando la competencia 
laboral, porque hay un proceso general, que es competencia de los Juzgados de Trabajo, para los conflictos 
individuales de trabajo. Pero hace poco se aprobó la ley de protección de libertad sindical para ese tipo de 
situaciones, en la que se amplía la competencia de los Juzgados de Trabajo a conflictos que no son estricta o 
necesariamente individuales. Quedan algunas cuestiones de naturaleza colectiva que se ventilan en tribunales 
civiles por la competencia llamada residual; eso no lo tratamos nosotros, pero es una realidad que estamos 
viviendo. Se da esa dicotomía: si es un amparo especial -como lo consagra la ley, cuyo número no recuerdo 
ahora; creo que la N* 17.940-, es un conflicto colectivo y tienen competencia los Juzgados de Trabajo; en los 
otros casos de conflicto colectivo, tienen competencia los Juzgados Letrados en lo Civil. 


En síntesis, cuando hablamos de la reivindicación del proceso laboral, habría que charlar con un papel y un 
lápiz para ver qué estamos reclamando y qué es lo que pretenden que no está establecido en lo que hay hoy y 
en lo que está proyectado como reforma. Quizás en ese cotejo surja que en realidad lo que se está reclamando 
como proceso laboral es algo que va a estar próximamente, si se implantan estas reformas. Esa solución sería 
preferible a consagrar un proceso laboral que estrictamente solo se haría para poder decir que Laboral tiene 
su proceso y mostrar eso como una reivindicación obtenida, como un logro, es decir, que hay un proceso 
laboral solo para Laboral. 


SEÑOR ALONSO.- Con el mejor de los ánimos y entendiendo el planteamiento que se hizo respecto de 
que el artículo 1” del proyecto era cero gasto y asumiendo que ese es un problema que tiene la sociedad 
uruguaya y que el Parlamento en algunos casos ha procurado resolver -no siempre-, se me despierta 
alguna duda. Es razonable que se hayan hecho planteamientos de esa manera; es decir, a fin de que 
funcione como una cuestión de pragmatismo vamos a proponer algo que no cueste dinero. 


Entre otras cosas, se me presentan algunas dudas respecto del procedimiento: si podría ser a través de un 
proyecto independiente o si debería tener algún componente a través de una ley presupuestal; la duda va en 
este sentido. 


Me queda claro que quizás el planteamiento concreto que hizo el señor Diputado Orrico respecto de la 
utilización de sistemas de logística modernos para respaldar lo que suceda en las audiencias, ha sido 
descartado, entre otras cosas, por una cuestión de práctica, sabiendo que se podría estar incurriendo en la 
necesidad de contar con una dotación presupuestal que hoy no se tiene. Entonces, mi pregunta va en este 
sentido: ¿qué cosas pueden haber quedado por el camino en el proyecto, por el hecho de haberlo ingresado 
con la premisa de gasto cero? ¿Qué hubiese sido mejorable en caso de que se hubiese podido pensar en la 
eventualidad de tener un presupuesto que permitiese proyectar un proceso más eficiente? Yendo a la 
practicidad más absoluta, creo que lo razonable es que nosotros procesemos este proyecto con los ajustes que 
haya que hacer, y para eso nos comprometemos. No está en el ánimo de ninguno de nosotros entorpecer esto. 
Además, indudablemente se trata de una materia muy específica, en la que el Parlamento es el que tiene la 
palabra y se pronuncia, pero notoriamente viene con un trabajo previo de extrema seriedad. Por lo tanto, 
nuestra intención -es el compromiso del Partido Nacional- es no entorpecer el proceso de discusión de este 
ajuste al Código General del Proceso. 


Quizás podríamos aprovechar la oportunidad para pensar cuáles son las cosas que podrían estar incluidas en 
el proyecto, para que en un futuro puedan ser instrumentadas, y para ver de qué cifras se podría estar 
hablando. Se manejaba la experiencia de Chile, la de Estados Unidos y lo que ha pasado en España. La 
tecnología va avanzando cada vez más y es impresionante ver cómo se van reduciendo los costos de los 
aparatos en general. Por lo tanto, me resistiría a cercenarnos la posibilidad de que en un futuro podamos 
contar con alguna apoyatura por el hecho de que esto trajera asociado algún costo. 


Puntualmente, quisiera saber si está dentro del espíritu de la Suprema Corte de Justicia el hecho de evaluar 
algunas posibilidades o procesar algún estudio. Aún no he leído el texto, pero de lo que dijo la doctora se 
desprende que quedaría abierta la posibilidad de utilización de este tipo de recursos. Mi pregunta va dirigida 
por un lado a eso y, por otro, a qué cosas ni siquiera se consideraron dentro del funcionamiento ideal de un 
proceso por una cuestión de restricción presupuestal, si es que las hay. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Quiero decir que no hubo una verdadera opción con relación a un proyecto 
de reforma procesal o de corrección de eventuales defectos de este instrumento procesal hoy vigente 
que considerara la inclusión de mejoras de tipo técnico con los consiguientes gastos, que se hubiera 
desechado para apoyar el que presentamos en función de los costos que eso insumiría. Simplemente, 
entendimos que las mejoras que estamos proponiendo no tienen costo y esto lo esgrimimos como un 
argumento en pro de su rápida dilucidación y de su rápido progreso en las instancias parlamentarias. 
No creemos que por la vía de este proyecto necesitemos incorporar ahora mecanismos técnicos de 
soporte o de ayuda. Sin embargo, podemos decir que para nosotros es fundamental, por ejemplo, el 
aumento del número de jueces en algunas materias. Cabe recordar que en el proceso del año 1989 - 
para poner en práctica las nuevas estructuras procesales, el principio de oralidad y el juicio por 
audiencias- prácticamente se duplicaron los jueces con competencia en el nuevo Código. Hoy ya no lo 
necesitamos, pero sí vamos a requerir que se incremente la cantidad de jueces en algunas materias que 
están sobrecargadas de tarea como consecuencia de la sanción de leyes como la de violencia doméstica 


y el Código de la Niñez y la Adolescencia; a partir de su sanción, surgió un aluvión de demandas que 
no encontró un Poder Judicial preparado para dar una respuesta inmediata. Estamos trabajando en 
eso, pero no es este el momento legislativo para hacer nuestros reclamos. Estos reclamos los estamos 
tramitando por la vía del proyecto de Presupuesto quinquenal y de las sucesivas Rendiciones de 
Cuentas y ya tenemos prevista la creación de cargos para los próximos ejercicios. Ya se han creado 
cargos para enero y así sucesivamente para el resto de este quinquenio. 


Repito que para nosotros no es imprescindible el aporte de soportes electromagnéticos, de videograbación, de 
escenarios especiales, porque la práctica ha indicado que así como está planteado el proceso civil uruguayo, 
ese tipo de carencias no han significado un retaceo a nivel de los derechos, de las garantías y en el aporte de 
elementos de convicción necesarios para tener una clara visión sobre la realidad de los hechos sobre la cual 
basar la resolución de justicia de los casos concretos. 


Por otra parte, es cierto que necesitamos la dotación de computadoras a efectos de informatizar las sedes 
judiciales. Eso lo estamos tramitando por otra vía, a través de un préstamo del BID que está en etapa de 
ejecución. En poco tiempo eso nos va a permitir informatizar y colocar en red a todos los Tribunales de la 
República. 


Entonces, resumiendo, no vinculamos este proyecto con inversiones en materia de medios técnicos que 
permitan su mejor funcionamiento. 


SEÑORA KLETT.- Poco me queda por decir después de las palabras del Ministro Van Rompaey. 


En realidad, la Comisión nunca tuvo en consideración el tema económico. Nunca lo tuvo porque desde 
siempre tuvimos un enfoque absolutamente técnico, escogiendo las soluciones confrontando la doctrina 
procesal con la práctica, buscando una solución bien a la uruguaya, lo más adecuada a nuestra manera de 
sentir el proceso. Por ejemplo, se habló aquí de los alegatos, de si se podía instalar una única instancia para 
no perder inmediación, y yo he preguntado mil veces a los colegas abogados, pero ninguno siquiera se 
plantea la opción de ir a la única instancia colegiada y casación directamente. Nadie se lo plantea, porque 
Uruguay está totalmente adherido al sistema de la apelación. Esa es la explicación de por qué toda la cátedra 
procesal habla del proceso oral en única instancia, pero eso en la práctica es impensable. Eso se debe a que al 
uruguayo le gusta la apelación. 


(Diálogos) 


El profesor Luis Alberto Viera estaría muy contento porque él peleaba por la instancia única 
colegiada, pero en realidad en Uruguay eso no prende. Como tampoco prenden otras cosas como el 
"No ha lugar" y nadie puede decir nada y si alguien habla, "Objeción"; esto no existe en Uruguay. El 
Juez dice: "Bueno, voy a resolver tal cosa por tal cosa" y el abogado le contesta: "Y yo voy a apelar por 
tal otra"; o sea que se justifican las decisiones y eso está muy bien. 


Entonces, en realidad nunca pensamos en términos económicos. Lo que sucede es que cuando íbamos a 
entrar aquí alguien dijo: "No se olviden de que esto no cuesta nada. Hay que decirlo". Fue así que yo lo tenía 
en mente y pensé que eso era lo primero que iba a decir. Pero, en realidad, ese aspecto no lo pensamos. 


Lo que sí es cierto es que paralelamente con esto, la Corte tiene una sección que estudia la duración de los 
procesos. Se trata de una comisión integrada por un Ministro de Corte, que está permanentemente 
monitoreando la duración de los procesos. Entonces, paralelamente con esto -siempre y cuando no detenga la 
discusión sobre las estructuras, los principios y las modificaciones-, quizás sería bueno ver si existe una real 
y ajustada adecuación entre el número de jueces y el número de asuntos. Pero eso es harina de otro costal; no 
está planteado en esta instancia. Ojalá lo estuviera porque sería muy bueno lanzar esta reforma con una 
adecuación de cargos en relación con los casos. Hace una cantidad de años, yendo a instancias 
internacionales, nos vanagloriábamos de que los jueces civiles arrancaban con doscientos casos. Recuerdo 
que en una oportunidad le pregunté al doctor Alberto Reyes en cuánto estaban los juzgados civiles y me 
contestó con una cifra que era exorbitante. Entonces, cuando arrancó el Código y se medía el número de 
casos por juez que está en juicio oral, se vio que era totalmente adecuado. Ahora, realmente, los juzgados de 
primera instancia y también algunos tribunales están superados por el número de asuntos. 


De todas maneras, es bueno decir -siempre se habla de que el uruguayo es gris y que no está conforme con lo 
que tiene- que el Uruguay es uno de los países que tiene un número muy adecuado de jueces por número de 
población. Eso es bueno que lo manejemos; tenemos un piso bueno. Lo que está bien en esta instancia es 
recordar que podríamos mejorarlo y atender las materias que son sensibles y que en el imaginario popular son 
las que deben ser más atendidas. 


SEÑOR CÁNEPA.- Cuando intervine no tenía ánimo de debate ni de entrar en ningún tema puntual. 


Creo que la pregunta del señor Diputado Alonso fue muy pertinente, pero quería dejar constancia sobre un 
tema que al pasar tocó la doctora Klett y que para mí es muy importante. Por mi experiencia personal pero 
además por haber estado en el exterior, estoy convencido de que, si bien no es materia de este Código ni de 
esta puesta a punto lo que voy a decir, existe la necesidad de tener un protocolo de actuación en audiencia 
claro. Obviamente, los principios rectores de la audiencia en cuanto a cómo se debe comportar el abogado, 
qué alcance tiene el director del proceso son materia legal de un Código. No me refiero al estilo de las 
películas norteamericanas -"Objeción", "Denegada"-, pero entiendo que al no existir un protocolo claro la 
diferencia en la práctica depende del juez que a uno le toque que es quien le da la tónica a la audiencia. 


Entonces, creo que en algún momento -no ahora porque no es materia para una reforma del Código General 
del Proceso- deberá plasmarse un protocolo que establezca un mecanismo no encorsetado, pero sí claro para 
la dilucidación de estos temas. 


En lo personal creo que esto no debería quedar librado a la voluntad de cada uno de los jueces, de acuerdo 
con los mecanismos que ellos interpreten deben dirigir un proceso. Si bien entiendo que esto no es materia 
para este Código General del Proceso, es algo que lo digo con vistas al futuro porque como legislador en 
algún momento he planteado la necesidad de que encaremos el tema de tener un protocolo de ese tipo. 


Quería dejar esa constancia, porque si bien se dice que eso no prende en Uruguay, para nosotros es una 
batalla casi cultural y algo en lo que habría que mejorar. 


SEÑOR REYES.- La invitación o la referencia del señor Diputado Alonso es tentadora: "¿Qué es lo 
que precisan?". 


(Diálogos.- Hilaridad) 


Vamos a hacer un pequeño desvío. Venimos de una Rendición de Cuentas donde se había 
planteado la necesidad de un Tribunal de Apelaciones del trabajo, precisamente, para beneficio del 
proceso laboral, y no fue considerada. 


Cuando yo mencioné lo de Chile capaz que no se tuvo presente la reforma y ese funcionamiento espectacular 
que tiene, que es para el proceso penal; el proceso civil está en la etapa escrita, por lo menos, en la estructura 
común. Han venido a ver acá cómo funcionamos nosotros y, permítaseme decir, "gasoleramente". Digo esto 
porque es verdad lo que se decía: no nos planteamos una cuestión de vamos a ver qué podemos hacer sin 
gastar. Lo que dijo la doctora Klett es muy cierto; uno está muy castigado porque los proyectos se asocian a 
la necesidad de recursos y una vez que no existe esa necesidad la queríamos dejar asentada. No quiere decir 
que fuera adecuado decir: "Vamos a hacer lo más barato posible". Se intentó mejorar a partir de lo que ya 
había -que en su momento significó un gran esfuerzo del Estado uruguayo- sin recargar al erario. 


Por la vía natural siempre están planteadas las necesidades de funcionamiento y eso lo hace la Suprema Corte 
de Justicia; naturalmente, está presente el tema de adecuar el funcionamiento, en especial en el interior de la 
República, a las novedades legislativas en materia de familia. 


Quiero hacer una acotación respecto a lo que precisamos, no en el marco de este proyecto, naturalmente. 
Cuando se proyecten modificaciones en cualquier ámbito que signifiquen la posibilidad de afectación de 
recursos del Poder Judicial se tenga en cuenta lo siguiente. Por ejemplo, no sé en qué estado está un proyecto 
de ley de control de la usura; una solución pasaba por asignar el control de todas las ejecuciones hasta 
determinada cantidad de dinero al IT'F. La Suprema Corte de Justicia designó una comisión, de la cual 
participé, que estuvo reunida varias veces con el Ministerio de Economía y Finanzas, al que le hizo ver - 


inclusive llegamos a una cifra- el impacto que iba a significar si esas ejecuciones -por más que fueran de bajo 
monto- tuvieran que ir al ITEF, sin crear cargos, teniendo en cuenta la cantidad de contadores que hoy se tiene. 
Se trataba de una situación exógena en el marco de un proyecto de ley que, si bien tenía un fin loable, 
terminaba afectando lo que aquí se quiere mejorar. Si eso quedara así, las ejecuciones se enlentecerían. 


Es nuestra labor explicarles cuáles son las reformas posibles, pero cuando se requiriera una reforma que 
nosotros no viéramos posible, se debería contemplar lo que advertimos que va a ocurrir de mantenerse las 
cosas como están. 


Todo esto que estamos haciendo para acortar la ejecución va a fracasar cuando se trate de ejecuciones de 
poco monto porque ese otro proyecto crearía un embudo. Y esto se podría solucionar de muchas maneras. 
Hubo varias propuestas sin costo en esa comisión, pero no prosperaron y se mantuvo la opción del control 
preceptivo sin la creación de ningún cargo para el IT'F, que es el soporte pericial del Poder Judicial, que no se 
caracteriza por el lujo ni por el exceso de técnicos. Entonces, se lo recargaría en forma muy importante con 
este tipo de iniciativas. 


SEÑOR RODRÍGUEZ CAORSL.- Según mi criterio, de acuerdo con mi manera de pensar, cuando se 
habla en nuestro país de cualquier cambio, de implantar cualquier tipo de idea, sistema o modificación, 
hay que pensar cómo va a funcionar en la práctica, inclusive con prioridad a la concepción de una idea 
en sí o a su elaboración. Por ejemplo, me estoy refiriendo a lo que dijo el señor Diputado en cuanto a 
tribunales de única instancia, que son pluripersonales. En ese caso, me parece que es de advertir que la 
ecuación del número de Juez por asunto va a cambiar fundamentalmente. Creo que ese es un problema 
gigantesco que hay que resolver. No es lo mismo que un Tribunal de tres miembros resuelva quinientos 
o mil asuntos por año a que esos quinientos asuntos se dividan entre tres Jueces. 


SEÑOR OTTONELLO.- Cuando estuvimos en la Facultad también comenzamos a estudiar con el 
CGP, que motivó importantes avances de Uruguay en cuanto al tema procesal en todas las materias, lo 
que hasta el día de hoy es digno de destacar. 


Mientras se planteaban algunas de las ideas pensábamos en la aplicación práctica relacionada con la fijación 
de las audiencias y en la sanción que se podría aplicar al Magistrado en ese sentido. Más allá de que después 
vamos a analizar los fundamentos y el articulado en cuanto a su aplicación, quisiera conocer la parte 
subjetiva, es decir, los límites que operan en cuanto a la sanción y a la fijación de las audiencias, tomando en 
cuenta lo que sucede en la práctica, ya que sabemos que hay Juzgados que tienen volúmenes importantes de 
expedientes -sin entrar estrictamente en el tema presupuestal-, sobre todo en Montevideo y en algunas 
ciudades del interior. Somos de Canelones y, por ejemplo, conocemos el caso del Juzgado de Las Piedras. 


Quisiera saber cómo está esa situación. Estamos de acuerdo en que se puede acelerar y en lo que concierne a 
la fijación de las audiencias -también estamos de acuerdo con lo que señalaba la doctora que es sustancial- 
porque ello nos parece muy importante, pero queremos saber cómo funciona en la práctica. 


No recuerdo si se hizo referencia a la modificación de otros plazos en materia de algún acto procesal, por lo 
que me gustaría que se mencionara aunque sea en forma general, a los efectos de tener una visión más 
completa del tema. 


Nos parecen bastante interesantes estas propuestas porque contribuyen a que la Justicia pueda ser más rápida 
que lo que la voluntad de la sociedad requiere, pide y reclama. 


También estamos de acuerdo con el carácter de la inmediatez de la segunda instancia; más allá de lo que ha 
señalado la Suprema Corte de Justicia, creemos que habrá que profundizar la inmediatez en segunda 
instancia. Este es nuestro punto de vista. Nos parece interesante profundizar en este tema porque, no es que 
se pierda la inmediatez de la primera instancia, como bien lo señaló la Suprema Corte de Justicia o la 
Comisión redactora que ha estudiado estas modificaciones, sino que quizás sea importante avanzar en este 
punto más específicamente. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Es muy interesante lo que plantea el señor Diputado Ottonello porque, 
como decía el doctor Reyes, parece hasta curioso que nosotros los Jueces propongamos plazos acotados 
y nos impongamos sanciones. Creo que está bien y es correcto que así sea porque, de alguna manera, es 


cierto que la sobrecarga de tareas, el cúmulo de juicios, determinarán que algunos plazos no se 
cumplan, porque no se puede cumplir razonable ni humanamente. Entonces, como el plazo está 
predeterminado legalmente, ese Magistrado tendrá que justificar por qué se evade de ese plazo. 


Esto servirá como un acicate casi perentorio para nosotros, para la Corte y para los legisladores para 
determinar la necesidad de crear nuevos Juzgados. Es decir, no se trata de sancionar gratuitamente a un Juez 
porque no puede cumplir un plazo legal que se le está imponiendo, textual y preceptivamente, sino de darnos 
todos nosotros, desde la jerarquía del Poder Judicial, la clara noción de cómo están funcionando los plazos 
procesales en cada Juzgado. Me parece que si nos ponemos de acuerdo -sesenta días es lo que estamos 
proyectando; noventa días era la discusión inicial-, los dos plazos son más que razonables, y estamos 
diciendo que si se excede ese plazo, deberá justificarse, y si existe un exceso de tarea, apuntaremos a eso e 
investigaremos si existe negligencia. Por ejemplo, el Juez dice que se excedió del plazo porque hay exceso de 
tarea, pero no existe porque los servicios inspectivos determinaron que no; entonces, en ese caso existiría una 
falla humana que tendríamos que corregir. Me parece que es un buen instrumento predeterminar el plazo. 


En cuanto a la inmediación en segunda instancia, sí que es un tema opinable. Desde 1986, cuando asumimos 
los Tribunales, transitamos la senda de la inmediación, y convocábamos sistemáticamente a audiencia. Pero, 
¿qué pasó? ¿Cuál era la práctica en audiencia? Los abogados se limitaban a reproducir oralmente los 
argumentos que habían fundado los respectivos escritos de apelación, y prácticamente no existía ningún 
motivo, salvo alguna hipótesis muy excepcional, para que el Tribunal interrogara directamente a las partes. Si 
existía interés de interrogar a algún testigo, cuya declaración no aparecía clara en el acta resumida, nosotros 
lo llamábamos y lo interrogábamos directamente en el Tribunal. Ese ejercicio fue un inútil dispendio de 
tiempo y energía, porque -usted piénselo como abogado- ningún abogado se reservará para una audiencia de 
segunda instancia un argumento que no expuso en la apelación; no tomará ese riesgo. Entonces, se remitía 
simplemente a escuchar un resumen del escrito de apelación de una y otra parte. 


Por eso, en la práctica se optó por la decisión anticipada, que también fue un ejercicio de realismo, ya que lo 
imponían las circunstancias, y era bastante poco útil hacer una audiencia. No conozco el promedio, pero creo 
que hoy los Tribunales dictan la enorme mayoría de las sentencias por decisión anticipada, que en realidad no 
debería ser un mecanismo de principio. 


Por lo tanto, creo que en este caso estamos adecuando el derecho a la realidad del funcionamiento del 
proceso. 


Por si no tengo posibilidad de hacer uso de la palabra posteriormente, quiero compartir una reflexión. Hasta 
donde alcanza mi conocimiento, es la primera vez que transitamos -esta Corte y las anteriores-, por lo menos 
en proyectos de esta envergadura, por la vía del artículo 240 de la Constitución, que nos permite promover el 
andamiento de proyectos relativos a la reforma procesal. 


Yo celebro la receptividad y también el compromiso de trabajo en algunas materias que algunos legisladores 
ya han planteado en estos momentos. Esto no representa solo un esfuerzo de cooperación interinstitucional 
entre Poderes que trabajan juntos, sino que además es la expresión de un vigente y permanente compromiso 
nuestro con la eficiencia del servicio, y espero que así sea tomado. 


Nosotros ofrecemos ahora y en sucesivas etapas del trámite, una vez que tome estado legislativo, nuestra 
mayor colaboración para transitar juntos por este proyecto que, sin duda, redundará en la mejora del servicio 
judicial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las últimas palabras del señor Ministro Van Rompaey iluminan el camino 
que seguramente seguirá esta Comisión, es decir, ustedes nos dejarán una copia del proyecto y otros 
materiales que se distribuirán entre los legisladores, quienes los estudiarán. 


Sin duda, tendremos alguna otra reunión de trabajo, con más conocimiento de causa, porque naturalmente 
hoy apenas hemos tomado conocimiento verbal de las iniciativas. 


Por lo tanto, agradecemos a la Suprema Corte de Justicia y a los doctores que nos han visitado, miembros de 
la Comisión redactora, y seguramente estaremos en contacto en los próximos días, a efectos de avanzar en un 
proyecto que, sin duda, significará una mejora para la administración de Justicia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


